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Abecé de la Reforma al Código Penitenciario y Carcelario

(Ley 65 de 1993)
 

Las modificaciones propuestas por el Gobierno Nacional a la Ley 65 de 1993 están concentradas en los siguientes ejes:

1. Reorganización del Sistema Penitenciario y Carcelario

2. Nueva regulación en materia de libertad

3. Apoyo a la actividad judicial

4. Fortalecer la seguridad del sistema Penitenciario 
Objetivo: El objetivo de estas modificaciones radica en que el país tenga un sistema penitenciario sostenible, racional y respetuoso de los Derechos Humanos. Apunta al tratamiento penitenciario diferencial, progresivo y gradual, que priorice la incorporación de la población reclusa en programas de readaptación. Mejorar la salud, la alimentación, los planes educativos y laborales serán banderas en esta iniciativa. 
Un sistema penitenciario estable tiene una tasa de 140 internos por cada 100 mil habitantes. Colombia, entre población condenada y población con medidas de detención preventiva tiene una tasa de 260 detenidos por cada 100 mil habitantes.
¿Cómo puede reorganizarse la población carcelaria para hacer más racional la infraestructura?
Cárceles y pabellones de detención preventiva: Municipios y departamentos tendrán que asumir la responsabilidad de las personas privadas de la libertad de manera preventiva (sindicados). Alrededor de 40 mil personas se encuentran en esta condición y están en centros de reclusión del orden nacional. Lo que se busca con el Código es que los entes territoriales asuman la responsabilidad legal que tienen de asumir la atención de las personas privadas de la libertad de manera preventiva.   

Penitenciarías: Son establecimientos destinados para recluir a las personas condenadas y pueden ser de alta o máxima, media y mínima seguridad.

Cárceles de alta seguridad: En Colombia hay cerca de 300 personas privadas de la libertad, que son consideradas como altamente peligrosas para la seguridad nacional. Por ello, se prevé que al menos una de las cárceles del país cuente con todas las condiciones de seguridad y tecnología necesaria para garantizar la reclusión de estas personas.

El Código establece la obligación de construir establecimientos de alta seguridad para aquellas personas con detención preventiva que representan riesgo de fuga, capacidad de corrupción o riesgo para los bienes jurídicos de las personas. En los próximos dos años a partir de expedida esta Ley se deberá reglamentar todo lo relacionado con la construcción de estos establecimientos, y en los tres años siguientes deberá disponerse de al menos uno de los ocho centros carcelarios que están proyectados.

Casas de Arraigo transitorias: El Código prevé la construcción de Casas de Arraigo transitorio para extranjeros que hayan cometido una falta y que no tengan un lugar de residencia en Colombia. Esto es para garantizar la comparecencia dentro del proceso penal de las personas sin arraigo social o familiar. El mismo caso para los habitantes de la calle que hayan cometido delitos sin violencia puedan permanecer recluidos en estas casas y acceder a programas de readaptación especiales. 

Centros especiales para enfermos siquiátricos: El Código Penitenciario elimina los pabellones para personas con problemas siquiátricos. Actualmente, dentro de los establecimientos del Inpec hay 2.663 internos con trastornos mentales. Para ello, el Código prevé la incorporación de estas personas a un Sistema de Seguridad Social en Salud y un tratamiento de reclusión diferenciado para personas que tienen un consumo problemático de drogas, en el caso en que este haya sido un factor determinante para la comisión de un delito contra el patrimonio económico (sin violencia contra las personas o las cosas como requisito). 
El Código también estima que estos centros de reclusión especial en casos de enfermedad sobreviniente dado que, como se ha señalado en algunas sentencias judiciales, las condiciones de reclusión dan lugar a la aparición de este tipo de patologías.  Con el fin de que las personas en condiciones de inimputabilidad por trastorno mental, tengan la atención médica y psiquiátrica requerida, de conformidad con sus derechos mínimos fundamentales, se entrega la responsabilidad de constituir centros especializados al Ministerio de Salud y Protección Social y un juez vigilará el cumplimiento de la pena privativa de la libertad. 
Establecimientos de reclusión para miembros de la Fuerza Pública: Los miembros de la Fuerza Pública cumplirán la detención preventiva y la pena en centros de reclusión establecidos para ellos y a falta de estos, en las instalaciones de la Unidad a la que pertenezcan. La organización de estos centros se desarrollará en coordinación con el Inpec.                 
¿Cuál es la responsabilidad de las entidades territoriales y qué se prevé para el cumplimiento de la Ley?
Les corresponde a los departamentos, municipios, distritos, áreas metropolitanas y al Distrito Capital de Bogotá, la creación, organización, administración, sostenimiento y vigilancia de los establecimientos departamentales, municipales o distritales destinados para recibir a personas  en detención preventiva.

Actualmente, las personas privadas de la libertad de manera preventiva, que asciende a casi 40 mil personas.  La modificación al Código estima que los entes territoriales incluyan en sus presupuestos gastos administrativos, técnicos y operativos necesarios para el funcionamiento de los establecimientos. Se excluirán los municipios de categoría 5 y 6. También deberán incluir dentro de sus Planes de Ordenamiento Territorial (POT), en un término no superior a los 3 años, predios destinados a la construcción de estos establecimientos. 
Si en las 142 cárceles del país sólo estuvieran las personas condenadas, y la población sindicada estuviera en los centros de reclusión dispuestos por las entidades territoriales, la sobrepoblación se reduciría del 52 al 2 por ciento.
 ¿Qué estimaciones hace el proyecto para la reclusión de personas con enfoque diferencial?
El proyecto de modificación al Código Penitenciario y Carcelario concede facultades extraordinarias al Gobierno Nacional para que a partir de un año de expedida la Ley y previa consulta con los pueblos, expida un decreto que regule la privación de la libertad de los miembros de los pueblos indígenas que están en los centros de reclusión del Inpec. Estas condiciones son las mismas que aplicarán para las comunidades afrodescendientes, raizales, palenqueras y pueblos Rom.

Los centros de reclusión para mujeres deberán contar con condiciones diferenciales que permitan la garantía de los menores que conviven con sus madres. Deberán ser adaptadas para el adecuado desarrollo sicosocial de los niños y niñas.
¿Cómo acabar con la sobrepoblación en las Unidades de Reacción Inmediata?
Se establece la obligación para que en estas salas de detención o similares, las personas no  permanezcan más de 36 horas y se les garanticen condiciones mínimas como: separación entre hombres y mujeres, ventilación y luz solar suficientes, separación de los menores de edad, acceso a baño, y en general todas las medidas que protejan la dignidad de las personas detenidas.  Todo ello encaminado a que las personas sean presentadas en el menor tiempo posible ante la autoridad judicial competente.
¿Saldrán personas de la cárcel?
Las propuestas presentadas por el Gobierno hacen modificaciones puntuales a las disposiciones vigentes. En este sentido, las personas que hayan cometido un delito por primera vez y cuya pena impuesta sea inferior a tres años de prisión, podrán acceder al beneficio de suspensión de la pena sin más requisitos. También se contempla el beneficio de prisión domiciliaria para quienes sean condenados a una pena de cinco años o menos, siempre y cuando no sean reincidentes y no hayan cometido alguno de los delitos excluidos que contempla este Código. También se excluyen algunos delitos cuando la pena es el producto de acuerdos con la Fiscalía General de la Nación.
¿Se promoverá el uso de brazaletes electrónicos?
La vigilancia electrónica será una medida complementaria que se aplicará para la detención domiciliaria, en especial cuando esta sea acompañada del permiso para estudiar o trabajar que pueda ser otorgado.
¿Una multa podrá ser un impedimento para que alguien salga de la cárcel?
Actualmente, muchas personas que ya cumplieron las dos terceras partes de la pena en la cárcel, por lo cual podrían hacerse acreedores a la ejecución condicional de la pena, no pueden recuperar su libertad dado que no tienen con qué pagar la multa. La modificación al Código Penitenciario busca que la multa no sea en ningún caso un obstáculo para salir de la cárcel. Sin embargo, se establece de manera clara que en ese evento, cuando no se tenga con que pagar la multa, la persona tiene que firmar un acuerdo de pago, cuyo incumplimiento dará lugar a la revocatoria del beneficio.
El juez podrá conceder la libertad condicional al condenado previa valoración de la gravedad de la conducta. La concesión de la misma estará supeditada a la reparación a la víctima o a que se asegure el pago mediante garantía personal, prendaria, bancaria o acuerdo de pago. 
¿Cuánto gasta el Gobierno en remisiones y traslados a audiencias?    

Actualmente, en remisiones, el país gasta 130 mil millones de pesos al año. Por esa razón, y previendo racionalizar los recursos, el proyecto presenta una serie de medidas que buscan facilitar y agilizar esta función judicial. 

Entre las propuestas se encuentra la posibilidad de realizar audiencias virtuales desde las cárceles para lo cual la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios y las entidades territoriales deben garantizar en todos los establecimientos del país las locaciones y los elementos tecnológicos necesarios para ello. A su vez, el Consejo Superior de la Judicatura garantizará que en todos los distritos judiciales existan salas de audiencia virtual para el cumplimiento de dichas diligencias.
¿Habrá más jueces de ejecución de penas?
El proyecto impone a la Judicatura la obligación de garantizar el número de Jueces de Ejecución de Penas que sean necesarios para impartir una pronta justicia. Actualmente existen 110 Jueces de Ejecución de Penas y 40 de descongestión, que son insuficientes: hay alrededor de 8.000 solicitudes de libertad represadas. 
La propuesta es que el Inpec y la Unidad de Servicios Penitenciarios garanticen que en cada centro de reclusión exista por lo menos un Juez de Penas. También se prevé que para tener un mayor flujo de información, todos los funcionarios judiciales accedan a la información contenida en la Sistematización Integral del Sistema Penitenciario y Carcelario  (SISIPEC). Los jueces podrían tomar decisiones de manera oral para permitir la inmediación y respuesta inmediata de las necesidades del proceso. 
¿Qué pasa si un juez omite su obligación de dictar una medida de libertad por cumplimiento de la pena? 
El artículo 42 establece medidas de orden disciplinario y penal para aquellos funcionarios que omitan la obligación de excarcelar a aquellas personas que han sido privadas de la libertad y sobre las cuales no se ha legalizado la privación de la libertad, transcurridos los términos establecidos en el Código de Procedimiento Penal. 
También aplicará para aquellos funcionarios que no cumplan con el deber de informar a la autoridad judicial competente y a la Fiscalía General de la Nación sobre la proximidad de la recuperación de la libertad del condenado, con el fin de que manifiesten, por escrito, si existe la necesidad de suspender el acceso a la libertad de la persona privada de la libertad y los fundamentos jurídicos para ello.
¿Se fortalecerá el Estado de Emergencia Carcelaria como medida de urgencia para la crisis carcelaria?
La reforma propuesta busca fortalecer la figura del Estado de Emergencia Penitenciaria y Carcelaria para lo cual se establece una nueva causal: cuando los niveles de ocupación de uno o más centros de reclusión afecten severamente los derechos fundamentales de población privada de la libertad. Para ello se entenderá que un nivel de ocupación superior al 20 por ciento afecta de manera grave los derechos fundamentales de esta población. 
¿Este proyecto incluye medidas en cuanto a inhibidores de señales de celular?
El Código establece que deberá asegurarse el bloqueo o inhibición de señales de telefonía móvil o de cualquier otro mecanismo de comunicación no autorizado. Para tal fin, las empresas prestadoras de estos servicios de comunicación prestarán toda la colaboración necesaria para garantizar esta medida. 
¿Cómo hacer seguimiento de la implementación de todas estas medidas?
Entre estas propuestas se incluye la creación de la Comisión de Seguimiento a las condiciones de Reclusión del Sistema Penitenciario y Carcelario. Entre sus funciones tendrá la de monitorear de manera permanente el estado de sobrepoblación del sistema y ser órgano asesor del Consejo Superior de Política Criminal en materia penitenciaria y carcelaria.  Las funciones de este Consejo se elevarán a que sea el encargado de determinar el Plan Nacional de Política Criminal y de conceptuar sobre todos los proyectos de ley que en materia penal cursan en el Congreso.  
¿Cómo puede participar el sector privado en la resocialización de las personas privadas de la libertad?
El Inpec realizará convenios con el sector privado que permitan procesos personalizados de resocialización. La Agencia Colombiana para la Reintegración en un término no mayor de un año implementará los planes y programas que contribuyan a la resocialización población reinsertada.

El Gobierno Nacional creará y reglamentará estímulos tributarios para aquellas empresas y personas naturales que se vinculen a los programas de trabajo y educación en las cárceles y penitenciarías, así como también incentivará la  inversión privada con exoneración de impuestos o rebaja de ellos.
¿Qué papel jugarán las Alianzas Público Privadas dentro de las propuestas? 

Un gran capítulo de la propuesta del Código Penitenciario y Carcelario apunta a facilitar los convenios con la empresa privada para que se vinculen activamente en estos planes  de resocialización. Se trataría de programas de trabajo voluntarios y el gran reto es poder  favorecer a todas las personas condenadas que deseen realizarlos. 
El sector privado será clave también en la construcción de nuevos centros penitenciarios. Se prevé que para finales de este año se puedan firmar las primeras licitaciones para la construcción de mega-cárceles en convenios de Asociación Público Privada.  

